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Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Jueza 

Domínguez Irizarry y la Jueza Rivera Marchand. 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

I.  

El 16 de noviembre de 2018 la Puerto Rico Telephone 

Company Inc., presentó Demanda contra el Municipio de Cidra y su 

alcalde, Javier E. Carrasquillo Cruz, solicitando Sentencia 

Declaratoria. Alegó que el Municipio adoptó un Reglamento por la 

Ordenanza Núm. 6 y que dicha reglamentación es nula por ser 

contraria al Reglamento 7547.1 El 8 de enero de 2019 el Municipio 

presentó Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción sobre la 

Materia. Sostuvo, que en virtud de la Ley 213-1996,2 conocida como 

como la Ley de Telecomunicaciones de Puerto Rico, la jurisdicción 

primaria exclusiva es de la Junta Reglamentadora de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico, ahora conocido como el 

Negociado de Telecomunicaciones. Por ello, aseveró, que el Foro 

Primario carece de jurisdicción para atender el asunto. 

 
1Reglamento para el Cobro de Derechos por el Uso y el Mantenimiento de las 

Servidumbres de Paso Municipales a las Compañías de Telecomunicaciones 

y Televisión por Cable, Reglamento 7547 de 7 de agosto de 2008. 
2 27 LPRA §265, et seq. 
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El 10 de enero de 2019, notificado el 15, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió Orden concediendo plazo de veinte (20) días 

a la Puerto Rico Telephone para que se expresara a torno a la Moción 

de Desestimación. Al mismo tiempo, el 14 de enero de 2019 el 

Negociado emitió Resolución asumiendo jurisdicción sobre la 

Querella presentada.3  El 17 de enero de 2019 el Municipio presentó 

Moción Suplementando Moción de Desestimación. Informó que, el 26 

de octubre de 2018, Puerto Rico Telephone presentó una Querella 

ante el Negociado reiterando la jurisdicción exclusiva del foro 

administrativo. El 1 de febrero de 2019 Puerto Rico Telephone 

presentó Oposición de PRTC a la Moción de Desestimación por falta 

de Jurisdicción sobre la materia. Adujo que la Ley 213-1996,4 

conocida como como la Ley de Telecomunicaciones de Puerto Rico, 

no le confiere facultad al Negociado para dirimir controversias 

relacionadas con la impugnación de ordenanzas municipales. 

Sostuvo, que, el Art. 15.002 de la Ley 81-1991,5 conocida como la 

Ley de Municipios Autónomos, dispone expresamente que el 

Tribunal de Primera Instancia es el foro con jurisdicción exclusiva. 

Previa audiencia de 4 de marzo de 2019 en la que las partes tuvieron 

la oportunidad de expresarse, el 30 de septiembre de 2020, 

notificada el 2 de octubre, el Tribunal a quo emitió Sentencia 

desestimatoria de la Demanda. Basó su dictamen en que carecía de 

jurisdicción sobre la materia. 

Inconforme, el 30 de octubre de 2020, la Puerto Rico 

Telephone acudió ante nos mediante recurso de Apelación. Plantea:  

ERRÓ EL TPI DE CAGUAS AL DISPONER QUE ES EL 

NEGOCIADO DE TELECOMUNICACIONES QUIEN 
TIENE JURISDICCIÓN PRIMARIA EXCLUSIVA PARA 
RESOLVER CONTROVERSIAS RELACIONADAS CON 

LA IMPUGNACIÓN Y SUSPENSIÓN DE LA 
EJECUCIÓN DE UNA ORDENANZA MUNICIPAL 

 
3 El caso ha continuado litigándose ante dicho foro administrativo. 
4 Supra. 
5 21 LPRA § 4702. A pesar de que dicha Ley fue Derogada por la Ley 107-2020, 

Código Municipal de Puerto Rico, es la aplicable por ser la ley vigente a la fecha 

en que ocurrieron los hechos. 
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APROBADA PARA IMPONER CARGOS POR EL USO 
DE LAS SERVIDUMBRES DE PASO MUNICIPALES 

POR COMPAÑÍAS DE TELECOMUNICACIONES Y DE 
TELEVISIÓN POR CABLE A PESAR DE QUE LA LEY 

DE MUNICIPIOS AUTÓNOMOS DISPONE 
EXPRESAMENTE QUE ES LA SALA SUPERIOR DEL 
DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA QUIEN 

TIENE JURISDICCIÓN EXCLUSIVA PARA 
ENTENDER Y RESOLVER CONTROVERSIAS 
RELACIONADAS CON LA SUSPENSIÓN DE LA 

EJECUCIÓN DE CUALQUIER ORDENANZA 
MUNICIPAL. 

 

El 3 de diciembre de 2020, compareció el Municipio mediante 

su Alegato en Oposición de la Parte Apelada. Evaluado el expediente 

de autos, y contando con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, estamos en posición de adjudicar la presente controversia.  

II.  

A.  

El fundamento principal de la jurisdicción primaria es que las 

agencias se consideran mejores preparadas que los tribunales 

debido a su especialización y el conocimiento que han obtenido a 

través de su experiencia en la interpretación de su ley habilitadora.6 

La doctrina de la jurisdicción primaria excluye la intervención 

judicial en pro de la adjudicación por un ente administrativo 

especializado.7 Ésta versa sobre qué organismo debe efectuar una 

evaluación y adjudicación inicial de una controversia, partiendo de 

la premisa de que se requiere el ejercicio de la discreción o el 

conocimiento especializado que posee una agencia administrativa. 

En tales casos, la reclamación debe considerarse inicialmente por el 

foro administrativo correspondiente.8 

La doctrina de jurisdicción primaria deslinda el campo de 

acción entre el foro administrativo y el judicial, en cuanto a la 

 
6 D. Fernández Quiñones, Derecho Administrativo y Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Colombia, Editorial Forum, 3ra ed., 2013, pág. 566; 

Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. Del Rey, 155 DPR 906, 920 (2001).   
7 Íd.   
8 Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto del Rey, supra, pág. 916; Vega v. J. Pérez y Cía, 
Inc., 135 DPR 746, 758 (1994); Vélez Ramírez v. Romero Barceló, 112 DPR 716, 

722 (1982).   
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determinación inicial sobre un asunto en controversia. Esta 

doctrina tiene dos principales vertientes, a saber, jurisdicción 

primaria exclusiva y jurisdicción primaria concurrente.9 En casos 

de jurisdicción primaria exclusiva, la propia ley orgánica 

expresamente reserva al organismo administrativo el poder para 

resolver un determinado asunto en primera instancia, quedando el 

foro judicial sin facultad para intervenir inicialmente en el asunto.10 

En tales casos, la ley no tiene que expresamente utilizar el término 

jurisdicción exclusiva, pues no se trata de un requisito sine qua non, 

sino que basta que de la ley surja el carácter exclusivo de la 

jurisdicción.11 Así, para resolver la cuestión jurisdiccional, es 

necesario examinar la legislación implicada y si ésta define el foro 

con jurisdicción exclusiva, en cuyo caso se suspende o dilata la 

intervención judicial.  

Los jueces deben aplicar la doctrina de la jurisdicción 

primaria en casos en los cuales el peritaje de la agencia es 

indispensable para resolver la controversia. Esto es así porque los 

tribunales de justicia no son centros académicos para dirimir 

sutilezas técnicas.12 Se justifica la desviación del cauce 

administrativo vía excepción; por ejemplo, cuando ha habido un 

agravio de patente intensidad al derecho de un individuo que 

requiere urgente reparación o ha ocurrido una violación de derechos 

fundamentales.13 

B.  

La Ley 213-1996 tiene como propósito la eliminación de las 

barreras de competitividad en el campo de las telecomunicaciones y 

la expansión de dicho mercado a la libre competencia.14 En lo 

 
9 Municipio Arecibo v. Municipio Quebradillas, 163 DPR 308, 326 (2004).   
10 Íd., pág. 327.   
11 Rivera Ortiz v. Mun. de Guaynabo, 141 DPR 257, 271 (1996).   
12 Quiñones v. ACAA, 102 DPR 746, 749-750 (1974).     
13 Otero Martínez v. Gobernador, 106 DPR 552, 556 (1977).  
14 Clases A, B y C v. PRTC, 183 DPR 666, 675 (2011); Caribe Comms., Inc. v. PRTCo, 

157 DPR 203, 216 (2002). 
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pertinente, dicho estatuto responde a la política pública de 

concentrar en una sola agencia del gobierno de Puerto Rico la 

jurisdicción primaria relacionada con la reglamentación del campo 

de las telecomunicaciones.15 Otro objetivo expresado en la Ley 213 

es velar que ninguna ley o reglamento del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico u ordenanza municipal límite, prohíba o tenga el efecto 

de limitar o prohibir, la capacidad de una compañía de 

telecomunicaciones para prestar servicios de telecomunicaciones 

competitivos a nivel intraestatal o interestatal.16 

El Reglamento 7547, conocido como el Reglamento para el 

Cobro de Derechos por el Uso y el Mantenimiento de las 

Servidumbres de Paso Municipales a las Compañías de 

Telecomunicaciones y Televisión por Cable, fue aprobado con el 

fin de establecer las guías procesales mediante las cuales los 

municipios promulgarían sus ordenanzas y reglamentos para la 

imposición y cobro de derechos, cargos o tarifas por concepto del 

uso y mantenimiento de las servidumbres de paso municipales 

que utilicen las compañías de telecomunicaciones y de televisión 

por cable para instalar y mantener su infraestructura y equipo.17 

Dicho Reglamento establece que cualquier parte podrá querellarse 

ante la Junta por violaciones al Reglamento, que sean incidentales 

a aquellos asuntos que estén bajo la jurisdicción de la Junta, según 

la Ley 213.18 Por otra parte, también dispone que una parte afectada 

por la interpretación y aplicación de dicho Reglamento podrá 

presentar una querella ante la Junta.19  

Cónsono con esto, nuestro más alto Foro judicial 

puertorriqueño, ha dispuesto que la intención del legislador al 

aprobar la Ley 213 fue la de conferirle poderes amplios a la Junta 

 
15 Caribe Comms., Inc. v. PRTCo, supra; 27 LPRA §265. 
16 Íd. 
17 Reglamento 7547, Sección 1. 
18 Íd., Sección 6. 
19 Íd., Sección 7. 
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para que pueda corregir la conducta anticompetitiva de las 

compañías, así como implementar las medidas correctivas y 

necesarias para la protección del bienestar general de la industria.20 

Consecuentemente, es la Junta quien ostenta la jurisdicción 

primaria y exclusiva para determinar si existe una violación a la ley 

que le toca administrar.21 Expresamente y meridianamente claro, el 

Art. 6 de la Ley 213 establece que, “[l]a Junta tendrá jurisdicción 

primaria sobre todos los servicios de telecomunicaciones y sobre 

todas las personas que rindan estos servicios dentro del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico y sobre toda persona con un interés 

directo o indirecto en dichos servicios o compañías.22 

III.  

En esencia, la Puerto Rico Telephone sostiene que erró el Foro 

primario al desestimar una causa de acción sobre la impugnación 

de una ordenanza municipal que incide con el área de 

telecomunicaciones. Aducen que, por ser la impugnación de una 

ordenanza municipal, este reclamo debió ser atendido por el 

Tribunal de Primera Instancia debido a que la Ley de Municipios 

Autónomos le confiere jurisdicción primaria exclusiva sobre dicho 

asunto. No le asiste la razón. 

A la luz de la doctrina de jurisdicción primaria, claramente, el 

Negociado ostenta jurisdicción primaria sobre la materia para 

examinar y adjudicar cualquier violación a la Ley 213. De existir una 

ordenanza municipal que viole alguna disposición de dicha Ley, es 

el Negociado quien está facultado y cuenta con el peritaje necesario 

para evaluar la controversia. En consonancia, el Tribunal a quo 

entendió que era necesario el conocimiento especializado del 

Negociado para poder pasar juicio sobre la nulidad de la Ordenanza 

 
20 Caribe Comms., Inc. v. PRTCo, supra, pág. 221. 
21 Clases A, B, C v. PRTC, supra, pág. 687. 
22 27 LPRA §267e 
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Núm. 6 y Reglamento del Municipio de Cidra. Concluyó que, la 

controversia es materia del campo de las telecomunicaciones y 

requiere la interpretación de la Ley 213, por ende, es necesario el 

“expertise” del Negociado. Consecuentemente, no erró el Tribunal de 

Primera Instancia al declararse sin jurisdicción y, de ese modo, 

desestimar el caso. Vale señalar, que, lo anterior no impide que la 

controversia pueda ser ventilada posteriormente en los tribunales. 

Las partes podrán acudir en revisión judicial de la determinación a 

la que llegue el ente adjudicativo concernido.23 

IV.  

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Sentencia apelada.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

  

 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
23 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 56. 


